
   
 

 

 

 

 
1 de septiembre de 2014 

Ref.: Caso No. 12.745 
Rigoberto Tenorio Roca y otros 
Perú  

 
Señor Secretario: 
 
 Tengo el agrado de dirigirme a usted en nombre de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos con el objeto de someter a la jurisdicción de la Honorable Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, el caso 12.745 – Rigoberto Tenorio Roca y otros respecto de la República de 
Perú (en adelante “el Estado”, “el Estado peruano” o “Perú”).  
 

El presente caso se relaciona con la detención, traslado, tortura y posterior desaparición 
forzada de Rigoberto Tenorio Roca desde el 7 de julio de 1984 por parte de infantes de la Marina de 
Guerra en la Provincia de Huanta, Departamento de Ayacucho. Estos hechos tuvieron lugar en un 
contexto de violaciones sistemáticas de derechos humanos en el marco del conflicto armado interno 
en Perú, en una zona y periodo en el cual el uso de la desaparición forzada contra personas 
percibidas como terroristas o colaboradoras del terrorismo, era sistemática y generalizada. Al día 
de hoy no se ha determinado el destino o paradero del señor Tenorio Roca y su desaparición 
forzada se encuentra en situación de impunidad. 

El Estado ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 12 de julio de 1978 
y aceptó la competencia contenciosa de la Corte el 21 de enero de 1981.  
 
Señor 
Pablo Saavedra Alessandri, Secretario 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Apartado 6906-1000 
San José, Costa Rica 
 
Anexos 
 

La Comisión ha designado al Comisionado James Cavallaro y al Secretario Ejecutivo Emilio 
Álvarez Icaza L. como sus delegados. Asimismo, Elizabeth Abi-Mershed, Secretaria Ejecutiva 
Adjunta y Silvia Serrano Guzmán, abogada de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, actuarán como 
asesoras legales. 
 

De conformidad con el artículo 35 del Reglamento de la Corte Interamericana, la Comisión 
adjunta copia del informe 34/13 elaborado en observancia del artículo 50 de la Convención, así 
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como copia de la totalidad del expediente ante la Comisión Interamericana (Apéndice I) y los 
anexos utilizados en la elaboración del informe 34/13 (Anexos). Dicho informe de fondo fue 
notificado al Estado de Perú mediante comunicación de 1 de agosto de 2013, otorgándole un plazo 
de dos meses para informar sobre el cumplimiento de las recomendaciones. Tras el otorgamiento 
de cuatro prórrogas, la Comisión observa que el Estado no ha dado cumplimiento a las 
recomendaciones. En particular, el Estado no informó sobre una propuesta concreta de reparación 
integral a la familia del señor Tenorio Roca. Por otra parte, las investigaciones y la búsqueda del 
señor Tenorio Roca o de sus restos mortales, no reflejan avances significativos.  

 
En virtud de lo anterior, la Comisión decidió denegar la quinta prórroga solicitada y enviar 

el caso a la Corte Interamericana ante la necesidad de obtención de justicia para las víctimas. La 
Comisión Interamericana somete a la jurisdicción de la Corte la totalidad de los hechos y 
violaciones de derechos humanos descritos en el informe de fondo 34/13.  
 

En ese sentido, la Comisión solicita a la Corte que concluya y declare la responsabilidad 
internacional del Estado de Perú por la violación de los derechos consagrados en los artículos 3, 4, 
5.1, 5.2, 7, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho 
instrumento internacional; así como por la violación de los artículos I y III de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, todo en perjuicio de Rigoberto Tenorio 
Roca. Adicionalmente, la Comisión solicita a la Corte que concluya y declare la responsabilidad 
internacional del Estado de Perú por la violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 
8.1 y 25 de la Convención Americana en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento 
internacional, en perjuicio de sus familiares.  

 
La Comisión solicita a la Corte que establezca las siguientes medidas de reparación: 
 
1. Investigar de manera completa, imparcial y efectiva el paradero de 
Rigoberto Tenorio Roca. En caso de establecerse que la víctima no se encuentra con 
vida, adoptar las medidas necesarias para entregar sus restos a los familiares. 
 
2. Llevar a cabo los procedimientos internos relacionados con las violaciones a 
los derechos humanos declaradas en el informe y conducir el proceso penal por el 
delito de desaparición forzada en agravio de Rigoberto Tenorio Roca actualmente en 
curso, de manera imparcial, efectiva y dentro de un plazo razonable, con el objeto de 
esclarecer los hechos en forma completa, identificar a todos los responsables e 
imponer las sanciones que correspondan. 
 
3. Reparar integralmente las violaciones de derechos humanos declaradas en 
el informe, tanto en el aspecto material como moral, incluyendo una justa 
compensación, el establecimiento y difusión de la verdad histórica de los hechos, la 
recuperación de la memoria de la víctima desaparecida y la implementación de un 
programa adecuado de atención psicosocial a sus familiares.  
 
4. Adecuar la legislación interna a los estándares interamericanos en cuanto a 
la tipificación y persecución del delito de desaparición forzada de personas, en los 
términos del párrafo 176 del informe. 
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5. Adoptar las medidas necesarias para evitar que en el futuro se produzcan 
hechos similares, conforme al deber de prevención y garantía de los derechos 
humanos reconocidos en la Convención Americana y demás instrumentos 
interamericanos aplicables. En particular, implementar programas permanentes de 
derechos humanos y derecho internacional humanitario en las escuelas de 
formación de las Fuerzas Armadas. 
 
6. Efectuar un reconocimiento público de responsabilidad internacional y 
realizar una disculpa pública por las violaciones declaradas en el informe.  
 
Además de la necesidad de obtención de justicia, la Comisión destaca que el presente caso 

involucra cuestiones de orden público interamericano. Específicamente, el caso permitirá a la 
Honorable Corte pronunciarse sobre el uso sistemático y generalizado de la desaparición forzada 
durante el conflicto armado peruano y la especial incidencia que, según la Comisión de la Verdad, 
tuvo en el Departamento de Ayacucho. Asimismo, el caso presenta una serie de factores de 
impunidad que requieren de un pronunciamiento expreso de la Corte. En particular, la Comisión 
destaca la interpretación del tipo penal de desaparición forzada de personas bajo el principio de 
legalidad y no retroactividad, tomando en cuenta la calidad del sujeto activo.  

 
En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden público 

interamericano, de conformidad con el artículo 35.1 f) del Reglamento de la Corte Interamericana, 
la Comisión se permite ofrecer las siguientes declaraciones periciales: 
 

Perito/a cuyo nombre será informado a la brevedad, quien declarará sobre los 
estándares internacionales aplicables a la aparente tensión entre la aplicación del tipo penal de 
desaparición forzada de personas y el principio de legalidad y no retroactividad.  
 

Perito/a cuyo nombre será informado a la brevedad, quien declarará sobre la relación 
entre las medidas de reparación a nivel interno y aquellas que son dispuestas a nivel internacional 
como consecuencia de la determinación de la responsabilidad de un Estado. 

 
Los CVs de los/as peritos/as ofrecidos/as serán incluidos en los anexos al informe de fondo 

34/13. La Comisión pone en conocimiento de la Corte la siguiente información sobre quienes 
actuaron como peticionarios a lo largo del trámite del caso:  

 
Cipriana Huamaní Anampa y Asociación Pro Derechos Humanos 

xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx 
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx 

xxxxxxxxxxxxxxxxxx 
 

Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente, 
 

                                                                                                            
           Firmado en el original 

      Mario López-Garelli  
   Por autorización del Secretario Ejecutivo  


